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Audiencia constitucional

En Naucalpan de Juárez, Estado de México, a las once horas con 
cuarenta minutos del dieciocho de septiembre de dos mil veintiséis, 

hora y día señalados en autos para la celebración de la audiencia 

constitucional del juicio de amparo 2003/2025-I-A, promovido por  ***** 

****** ****** **********, por propio derecho; estando en audiencia 

pública Alejandra Sapien Cottrill, jueza Decimotercero de Distrito en el 

Estado de México, quien actúa con Guillermo Emmanuel Sánchez Islas, 
secretario que da fe, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 123 y 

124 de la Ley de Amparo, la declaró abierta sin la asistencia de las partes.

Abierta la audiencia de ley, el secretario da cuenta con las 

constancias que obran en autos. 

La jueza acuerda: se tiene por hecha la relación que antecede.

Abierto el periodo de pruebas: el secretario da cuenta con las 

pruebas ofrecidas por el quejoso consistentes en:

I) Copia simple de su credencial para votar;

II) Copia simple de su credencial INAPAM;

III) Copia simple de la caratula de la cartilla de salud; 

IV) Tres certificados médicos de dieciocho de agosto de dos mil 

veinticinco; 

V) Diversas recetas médicas;

VI) Originales de cuatro recetas médicas con folios 6472499, 

6472215, 6472909 y 5647258;

VII) Copia simple de solicitud de laboratorio;

VIII) Original de nota con fecha a rubro de dieciséis de febrero de 

dos mil veintiséis;

IX) Originales de ocho tickets.

X) Original de cinco tickets de cinco, seis, nueve, dieciséis y 

veintitrés de marzo del presente año.
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XI) Copia simple de registro ante el Instituto Mexicano del Seguro 

Social.

XII) La instrumental de actuaciones; y,

XIII) La presuncional legal y humana.

Por su parte, la autoridad responsable Dirección General del 
Instituto de Salud del Estado de México, organismo público 

descentralizado del cual depende el Director del Centro de Salud “*** 
******”, ofreció las siguientes:

1) Copias certificadas del expediente clínico  *******, del paciente 

***** ****** ****** **********; 

2) Diligencia de visita domiciliaria; 

3) Tres recetas médicas expedidas en favor del quejoso;

4) Notas de evolución médicas de veintiuno de febrero y veintiséis 

de mayo, ambas de esta anualidad, a nombre del paciente ***** ****** 

****** **********; y,

5) Copia certificada del oficio  *********************, de 

dieciocho de julio de dos mil veintiséis.

La jueza acuerda: con fundamento en los artículos 119 y 123 de la 

Ley de Amparo, ténganse por admitidas y desahogadas, dada su propia y 

especial naturaleza, las pruebas de cuenta, con lo que se cierra esta etapa.

Cerrado el periodo de pruebas y abierto el de alegatos, el 

secretario hace constar que el quejoso realizó manifestaciones a manera 

de alegatos.

La jueza acuerda: con fundamento en el artículo 124 de la 

multicitada ley, se tienen por vertidas las manifestaciones del promovente, 

con lo que se cierra el periodo de alegatos.

Ahora bien, al no haber pruebas pendientes de desahogar ni 

alegatos que reproducir, con lo anterior se da por terminada la presente 

audiencia constitucional y se pasan los autos para dictar la sentencia.

V I S T O S, los autos, para resolver el juicio de amparo 2003/2025-
I-A, promovido por  ***** ****** ****** **********, por propio 

derecho; contra actos de la Dirección General del Instituto de Salud del 

G
U

IL
L

E
R

M
O

 E
M

M
A

N
U

E
L

 SA
N

C
H

E
Z

 ISL
A

S
706a6620636a663300000000000000000001760d
11/05/29 14:59:36

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juicio de amparo: 2003/2025-I-A

3

A
A

Estado de México, organismo público descentralizado del cual depende el 

Director del Centro de Salud “*** ******”; y,

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Demanda de amparo. Por escrito presentado el 

veintiuno de noviembre de dos mil veinticinco, a través del buzón judicial 

de la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en el 

Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez, turnado ese 

mismo día a la oficialía de partes de este juzgado de Distrito, ***** 

****** ****** **********, por propio derecho; promovió demanda de 

amparo indirecto, contra la autoridad y el acto que a continuación se 

precisan:

"AUTORIDAD RESPONSABLE
A) DIRECTOR Y/O TITULAR Y/O ENCARGADO DEL 
CENTRO DE SALUD  *** ****** DEL INSTITUTO DE 
SALUDAD DEL ESTADO DE MÉXICO (ISEM).
IV.- ACTOS RECLAMADOS:
DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE:
1) LA FALTA DE PRONTA ATENCIÓN MÉDICA CON EL 
MÉDICO GENERAL Y/O ESPECIALISTAS, ASÍ COMO LA 
FALTA DE TODOS LOS TRATAMIENTOS NECESARIOS 
PARA MIS PADECIMIENTOS DERIVADOS DE LAS 
ENFERMEDADES QUE PADEZCO: “HIPERTENSIÓN 
ARTERIAL, DIABETES MELLITUS TIPO 2, HIPERPLASIA 
PROSTÁTICA BENIGNA Y LAS QUE DERIVEN DE LAS 
MISMAS”.
2) LA FALTA DE EFECTUAR UN DIAGNÓSTICO 
TEMPRANO EN RELACIÓN A MIS ENFERMEDADES 
DESCRITAS EN EL NUMERAL 1) Y LAS QUE DERIVEN 
DE LAS MISMAS, ASÍ COMO LA FALTA DE 
PROPORCIONAR UN TRATAMIENTO INTEGRAL 
OPORTUNO, YA SEA PREVENTIVO, CURATIVO, 
PALIATIVO O DE REHABILITACIÓN.
3) LA FALTA DE SUMINISTRO EN SU TOTALIDAD LOS 
MEDICAMENTOS RECETADOS AL SUSCRITO Y OTROS 
INSUMOS ESENCIALES Y POR ENDE PONE EN RIESGO 
MI INTEGRIDAD FÍSICA Y MI VIDA."

SEGUNDO. Trámite de la demanda. Mediante acuerdo de 

veintiuno de noviembre del año próximo pasado (fojas 15 a 19), se 

radicó la demanda de amparo con el número 2003/2025-I-A, se concedió 
la suspensión de plano de los actos reclamados y se admitió a trámite; 

se dio la intervención que le corresponde al agente del Ministerio Público 

de la Federación adscrito; se pidió a la autoridad responsable informe 

justificado; y se fijó día y hora para la celebración de la audiencia 

constitucional, la que previos diferimientos se verificó sin la comparecencia 

personal de las partes, tal como se asentó en el acta respectiva; y,

G
U

IL
L

E
R

M
O

 E
M

M
A

N
U

E
L

 SA
N

C
H

E
Z

 ISL
A

S
706a6620636a663300000000000000000001760d
11/05/29 14:59:36

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



4

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. Este Juzgado Decimotercero de Distrito 

en el Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez, es 

constitucional y legalmente competente por razón de materia, grado y 

territorio, para conocer de este juicio de amparo, en términos de los 

artículos 103, fracción I, y 107, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 1, fracción I, 33, fracción IV, 35, 37 y 107, de la Ley de 

Amparo en vigor; 46 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación, y del Acuerdo General 3/2013 del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal, relativo a la determinación del número y límites 

territoriales de los Circuitos en que se divide el territorio de la República 

Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial y especialización por 

Materia de los Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito; en 

virtud de que, los actos reclamados afectan de manera directa el derecho a 

la salud del quejoso, y dicha consecuencia se lleva a cabo en el lugar 

donde se encuentra otorgando dicha atención médica, esto es, en el 

Centro de Salud “*** ******”, del Instituto de Salud del Estado de México
1
, 

lugar en el que se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO. Precisión de los actos reclamados. El Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 40/2000, 

visible en la página 32 del Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, tomo XI, correspondiente al mes de abril de 2000, de la novena 

época, estableció la obligatoriedad de la jueza de Distrito de analizar la 

demanda en su integridad a efecto de determinar con exactitud la intención 

de la parte promovente y precisar los actos materia de la litis constitucional. 

La jurisprudencia en comento dice:

"DEMANDA DE AMPARO. DEBE SER INTERPRETADA EN 
SU INTEGRIDAD. Este Alto Tribunal, ha sustentado 
reiteradamente el criterio de que el juzgador debe interpretar 
el escrito de demanda en su integridad, con un sentido de 
liberalidad y no restrictivo, para determinar con exactitud la 
intención del promovente y, de esta forma, armonizar los 
datos y los elementos que lo conforman, sin cambiar su 
alcance y contenido, a fin de impartir una recta 
administración de justicia al dictar una sentencia que 
contenga la fijación clara y precisa del acto o actos 
reclamados, conforme a lo dispuesto en el artículo 77, 
fracción I, de la Ley de Amparo."

1 Ubicado en la calle ********, número **, colonia *** ******, en ************ ** ***, 
Estado de México.
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En efecto, la jurisprudencia transcrita indica que la demanda de 

amparo es un todo y debe interpretarse en su integridad y si la parte 

quejosa designa de manera imprecisa o errónea el acto que combate, pero 

del análisis integral del escrito correspondiente, se advierte el error en que 

incurrió, lo correcto es que la jueza de Distrito lo corrija, a fin de que la 

gobernada no vea obstaculizada su acceso a la justicia.

Asimismo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido 

que la jueza o juez de amparo debe armonizar la demanda de amparo, 

analizando conjuntamente los datos que emanen del escrito inicial con 

todos los elementos que obran en el expediente, a efecto de que al fijar el 

acto reclamado, atienda a lo que quiso decir la parte quejosa y no 

únicamente a lo que en apariencia dijo, pues sólo de esta manera se logra 

congruencia entre lo pretendido y lo resuelto.

Lo expuesto deriva de la tesis P. VI/2004, consultable en la página 

255 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIX, de 

abril de 2004, de la Novena Época, que señala:

"ACTOS RECLAMADOS. REGLAS PARA SU FIJACIÓN 
CLARA Y PRECISA EN LA SENTENCIA DE AMPARO. El 
artículo 77, fracción I, de la Ley de Amparo establece que las 
sentencias que se dicten en el juicio de garantías deberán 
contener la fijación clara y precisa de los actos reclamados, 
así como la apreciación de las pruebas conducentes para 
tenerlos o no por demostrados; asimismo, la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación ha sostenido el criterio de que para 
lograr tal fijación debe acudirse a la lectura íntegra de la 
demanda sin atender a los calificativos que en su 
enunciación se hagan sobre su constitucionalidad o 
inconstitucionalidad. Sin embargo, en algunos casos ello 
resulta insuficiente, por lo que los juzgadores de amparo 
deberán armonizar, además, los datos que emanen del 
escrito inicial de demanda, en un sentido que resulte 
congruente con todos sus elementos, e incluso con la 
totalidad de la información del expediente del juicio, 
atendiendo preferentemente al pensamiento e 
intencionalidad de su autor, descartando las precisiones que 
generen oscuridad o confusión. Esto es, el juzgador de 
amparo, al fijar los actos reclamados, deberá atender a lo 
que quiso decir el quejoso y no únicamente a lo que en 
apariencia dijo, pues sólo de esta manera se logra 
congruencia entre lo pretendido y lo resuelto."

En este sentido, con apoyo en lo dispuesto en el artículo 74, fracción 

I, de la Ley de Amparo, debe precisarse que los actos reclamados se 

hacen consistir en los siguientes:

• La omisión de proporcionar los servicios de salud de manera 
integral (oportuna), derivado de los padecimientos que sufre el quejoso 
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***** ****** ****** **********
2

, a través de análisis, estudios, 

diagnósticos y tratamientos, así como los medicamentos necesarios para 

tratar sus enfermedades.

TERCERO. Certeza de los actos reclamados. La Dirección 
General del Instituto de Salud del Estado de México, organismo público 

descentralizado del cual depende el Director del Centro de Salud “*** 
******”, omitió rendir informe justificado, no obstante que fue 

debidamente notificado para ello (fojas 21), por lo que con fundamento en 

el tercer párrafo del artículo 117 de la Ley de Amparo, se presumen 

ciertos los actos que se le atribuyen.

Orienta en lo particular, la jurisprudencia 313, sustentada por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable 

en la página 210, del Tomo VI, de Apéndice al Semanario Judicial de la 

Federación 1917-1995, que indica:

"INFORME JUSTIFICADO. SU FALTA SÓLO HACE 
PRESUMIR CIERTO EL ACTO RECLAMADO Y NO LA 
TOTALIDAD DE LOS HECHOS SEÑALADOS EN LA 
DEMANDA. En términos del artículo 149, párrafo tercero, de 
la Ley de Amparo, la omisión de las autoridades 
responsables de rendir informe justificado sólo hace presumir 
la certeza del acto reclamado, pero no la de los actos o 
hechos diversos en que el quejoso basa su acción de 
amparo."

Además, la certeza de los actos reclamados que se le atribuye se 

corrobora al imponerse de las copias certificadas del expediente clínico 

*******, del paciente  ***** ****** ****** **********, mismas que 

fueron remitido por la autoridad responsable al momento de rendir informe 

sobre la suspensión de plano, documentales que en términos de lo 

dispuesto en los artículos 129, 197 y 202 del Código Federal de 

2 "FECHA 26-05-2026

(…)

DIAGNÓSTICO O PROBLEMAS CLÍNICOS:

E11. Diabetes mellitus 2

110X Hiperplasia protática

E66 Sobrepeso

TRATAMIENTO FARMACOLÓGICO

Metformina tabletas de 850 mg tomar 1 tabletas cada 8 hrs por 30 días.

Dapagliflozina tab 10 mg 1 tableta cada 24 hrs por 30 días.

Losartan tabletas de 50 mg tomar 1 cada 24 hrs por 30 días.

Tamsulosina tab de 0.4 mg tomar 1 cada 24 hrs por 30 días.

Pregabalina capsulas de 75 mg, tomar 1 capsula cada 24 hrs por 30 días."
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Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, por 

disposición expresa de su numeral 2, segundo párrafo, cuentan con pleno 

valor probatorio. 

Cobra aplicación la jurisprudencia número 226, del Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 153 del 

Tomo VI, Materia Común, del Apéndice al Semanario Judicial de la 

Federación de 1917 a 1995, que señala:

"DOCUMENTOS PÚBLICOS, CONCEPTO DE, Y VALOR 
PROBATORIO. Tienen ese carácter los testimonios y 
certificaciones expedidos por funcionarios públicos, en el 
ejercicio de sus funciones, y, por consiguiente, hacen prueba 
plena."

Ahora, al no advertirse la actualización de alguna causa de 

improcedencia que hayan hecho valer las partes, o que deba invocarse de 

oficio, en conformidad con el artículo 62 de la Ley de Amparo, se procede a 

examinar los conceptos de violación.

CUARTO. Estudio de fondo. El quejoso alega que se vulnera en su 

perjuicio el derecho humano a la salud, reconocido en el artículo 4 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al dejar de 

suministrarle los medicamentos prescritos por el médico tratante para 

combatir las enfermedades que padece.

Agrega, que los padecimientos que presenta relativos a la 

“hipertensión arterial, diabetes mellitus tipo 2 e hiperplasia protástica 

benigna”, son controlados con los medicamentos denominados 

“metformina, dapagliflozina, losartan, tamsulosina y pregabalina”, de una 

manera más segura, eficaz y sana, permitiéndole tener un desarrollo más 

estable en su salud, y como consecuencia una mejor calidad de vida.

Añade que, la responsable debe devolverle las erogaciones que 

hizo al comprar dichos medicamentos por falta de suministro.

Sentado lo anterior, los conceptos de violación formulados por el 

quejoso, se estiman fundados y suficientes para conceder el amparo y 

protección de la Justicia Federal que se solicita, por los siguientes motivos.

Con la finalidad de resolver el presente juicio de amparo, en 

principio, es menester tener presente que comprende el derecho a la salud, 

y sus alcances en relación con el suministro de medicamentos e insumos.
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El artículo 4 de la Constitución Federal reconoce ese derecho, 

señalando que toda persona tiene derecho a la protección de la salud. 

Tal precepto textualmente prevé:

"Artículo 4. El varón y la mujer son iguales ante la ley. Esta 
protegerá la organización y el desarrollo de la familia.
Toda persona tiene derecho a decidir de manera libre, 
responsable e informada sobre el número y el espaciamiento 
de sus hijos.
Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva, 
suficiente y de calidad. El Estado lo garantizará.
Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. 
La Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a 
los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la 
Federación y las entidades federativas en materia de 
salubridad general, conforme a lo que dispone la 
fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución (...)."

En el ámbito Internacional, en la que el Estado Mexicano es parte, el 

Derecho a la Salud se encuentra en los ordenamientos siguientes:

Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales.

"Artículo 12.
1.- Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el 
derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible 
de salud física y mental."

Declaración Universal de Derechos Humanos.

"Artículo 25.
1.- Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado 
que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, 
y en especial, la alimentación, el vestido, la vivienda, la 
asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene, 
asimismo, derecho a los seguros en caso de desempleo, 
enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida 
de sus medios de subsistencia por circunstancias 
independientes de su voluntad."

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre.

"Artículo XI. 
Toda persona tiene derecho a que su salud sea preservada 
por medidas sanitarias y sociales, relativas a la alimentación, 
el vestido, la vivienda y la asistencia médica, 
correspondientes al nivel que permitan los recursos públicos 
y los de la comunidad."

Sobre la regulación internacional, cabe señalar que la Organización 

Mundial de la Salud ha precisado que la salud es un estado de completo 

bienestar físico, mental y social y no solamente de ausencia de afecciones 
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o de enfermedades3. Asimismo, el goce del máximo grado de salud que se 

pueda lograr es uno de los derechos fundamentales de todo ser humano 

sin distinción de raza, religión, ideología política o condición económica o 

social4.

La salud involucra entonces actividades de prevención, promoción y 

protección, e implica un enfoque integral en donde se incluyen los entornos 

físico y social, y los demás factores relacionados con la existencia.

En el amparo en revisión ********, resuelto por la extinta Primera 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en relación a lo 

dispuesto en el artículo 4 constitucional, determinó que “toda persona tiene 

derecho a la protección de la salud”. Indicó que este derecho tiene, entre 

otras finalidades, el disfrute de servicios de salud y de asistencia social que 

satisfaga las necesidades de la población; y que por servicios de salud se 

entienden las acciones dirigidas a proteger, promover y restaurar la salud 

de la persona y de la colectividad.

Igualmente, que el contenido de esta norma constitucional y la 

interpretación que de ella ha realizado la Suprema Corte, son compatibles 

con varios instrumentos internacionales de derechos humanos:

3 "CONSTITUCIÓN DE LA ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD.

Los Estados partes en esta Constitución declaran, en conformidad con la Carta de las 
Naciones Unidas, que los siguientes principios son básicos para la felicidad, las relaciones 
armoniosas y la seguridad de todos los pueblos: 

La salud es un estado de completo bienestar físico, mental y social, y no solamente la 
ausencia de afecciones o enfermedades. 

El goce del grado máximo de salud que se pueda lograr es uno de los derechos 
fundamentales de todo ser humano sin distinción de raza, religión, ideología política o 
condición económica o social. 

La salud de todos los pueblos es una condición fundamental para lograr la paz y la 
seguridad, y depende de la más amplia cooperación de las personas y de los Estados. 

Los resultados alcanzados por cada Estado en el fomento y protección de la salud son 
valiosos para todos. 

La desigualdad de los diversos países en lo relativo al fomento de la salud y el control de 
las enfermedades, sobre todo las transmisibles, constituye un peligro común. El desarrollo 
saludable del niño es de importancia fundamental; la capacidad de vivir en armonía en un 
mundo que cambia constantemente es indispensable para este desarrollo. 

La extensión a todos los pueblos de los beneficios de los conocimientos médicos, 
psicológicos y afines es esencial para alcanzar el más alto grado de salud. Una opinión 
pública bien informada y una cooperación activa por parte del público son de importancia 
capital para el mejoramiento de la salud del pueblo. 

Los gobiernos tienen responsabilidad en la salud de sus pueblos, la cual sólo puede ser 
cumplida mediante la adopción de medidas sanitarias y sociales adecuadas".

https://www.who.int/governance/eb/constitution/es/
4 Principios Básicos de la Constitución de la Organización Mundial de la Salud. La 
Constitución fue adoptada por la Conferencia Sanitaria Internacional, celebrada en Nueva 
York del 19 de junio al 22 de julio de 1946, y firmada el 22 de julio de 1946 por los 
Representantes de 61 Estados
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a) Del párrafo primero del artículo 25 de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos (toda persona tiene derecho a un nivel de vida 

adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y en especial la 

alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios 

sociales necesarios);

b) Del artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (el derecho de toda persona al 

disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental y que los 

Estados deberán adoptar las medidas a fin de asegurar la plena efectividad 

de este derecho);

c) Del artículo 10 del Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador” (toda 

persona tiene derecho a la salud, entendida como el disfrute del más alto 

nivel de bienestar físico, mental y social); y,

d) De lo establecido por la Comisión de Derechos Humanos, así 

como también en la Declaración y Programa de Acción de Viena de 
1993.

La entonces Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, también determinó que la protección del derecho a la salud 

depende de la forma como son reguladas las condiciones de acceso a los 

servicios médicos y la regulación de todas aquellas peculiaridades que 

incidan en la calidad de ésta.

Entonces, como se aprecia, el derecho a la protección de la salud 

previsto en el artículo 4 de la Constitución General de la República y en 

diversos tratados internacionales suscritos por el Estado Mexicano, puede 

entenderse como la obligación del Estado de establecer los mecanismos 

necesarios para que todas las personas tengan acceso a los servicios de 

salud encaminados a la obtención de un determinado bienestar general 

integrado por el estado físico, mental, emocional y social de la persona, del 

que deriva un derecho fundamental más, consistente en el derecho a la 

integridad físicopsicológica.

En ese contexto, se trata de un derecho complejo que despliega una 

amplia serie de posiciones jurídicas fundamentales para los particulares y 

para el Estado, en el entendido que la protección de la salud y el desarrollo 

de los correspondientes sistemas sanitarios asistenciales es una de las 
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tareas fundamentales de los Estados democráticos contemporáneos y 

representa una de las claves del Estado del bienestar.

Por otra parte, la obligación de garantizar (artículo 1 constitucional), 

no sólo tiene el objetivo de mantener el disfrute del derecho, sino también 

el de mejorarlo y restituirlo en caso de violación.

Una obligación que exige la conducta positiva del Estado para 

asegurar la realización del derecho.

Es la obligación más compleja en términos de la conducta positiva 

que se requiere de los órganos estatales, porque implica una perspectiva 

global sobre los derechos humanos en el país.

Mientras se trata de asegurar la realización de los derechos 

humanos para todas y todos, se hace necesario planear, establecer metas, 

crear mecanismos de control, entre otras actividades, con el objeto de 

realizar el derecho y asegurar para todos la posibilidad de disfrutarlos.

Requiere remover de todas las restricciones a los derechos y la 

provisión de los recursos o la facilitación de las actividades que aseguren 

que todas las personas sean sustantivamente iguales en cuanto a su 

posibilidad para participar como ciudadanas plenas en una sociedad.

La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

la define como:

"el deber de los Estados Partes de organizar todo el aparato 
gubernamental y, en general, todas las estructuras a través 
de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de 
manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el 
libre y pleno ejercicio de los derechos humanos."

Implica crear la maquinaria institucional para la realización del 

derecho, es decir, adoptar medidas para que el derecho exista.

Para analizar la obligación de garantizar deben distinguirse dos 

categorías:

1. La creación de la maquinaria institucional para la realización del 

derecho, es decir, adoptar medidas para que el derecho exista.

En el caso, supone la generación de un sistema de salud que tenga 

tanto médicos suficientes y calificados, como medicinas, así como demás 

instrumental y personal de apoyo médico y administrativo.
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2. La provisión de bienes y servicios para satisfacer los derechos; en 

el caso implica que se proporcionen el tratamiento idóneo, más allá del 

sistema de salud que lo garantiza.

Se trata, entonces, de la última barrera para obligar al estado a 

cumplir con sus obligaciones donde, ante la falta de planeación o 
políticas para asegurar la realización del derecho [contexto], debe por lo 
menos solucionar la situación específica de manera inmediata y 
directa [caso particular].

En adición a lo anterior, el artículo 37 de la Ley General de Salud, 

dispone:

"Artículo 37. Son servicios a derechohabientes de 
instituciones públicas de seguridad social los prestados por 
éstas a las personas que cotizan o a las que hubieren 
cotizado en las mismas conforme a sus leyes y a sus 
beneficiarios, los que con sus propios recursos o por encargo 
del Ejecutivo Federal presten tales instituciones a otros 
grupos de usuarios.
Estos servicios se regirán por lo establecido en las 
disposiciones legales que regulan la organización y 
funcionamiento de las instituciones prestadoras y por las 
contenidas en esta Ley, en lo que no se oponga a aquéllas.
Dichos servicios, en los términos de esta Ley y sin perjuicio 
de lo que prevengan las leyes a las que se refiere el párrafo 
anterior, comprenderán la atención médica, la atención 
materno-infantil, la planificación familiar, la salud mental, la 
promoción de la formación de recursos humanos, la salud 
ocupacional y la prevención y control de enfermedades no 
transmisibles y accidentes."

El precepto legal reproducido, en lo que aquí interesa, establece que 

son servicios de instituciones públicas de seguridad social los prestados a 

las personas que cotizan o las que hubieren cotizado en las mismas 

conforme a sus leyes y a sus beneficiarios.

Además, que estos servicios se rigen por lo establecido en las 

disposiciones legales que regulan la organización y funcionamiento de las 

instituciones prestadoras, así como por las contenidas en la legislación 

general de salud, en lo que no se oponga a las mismas.

Ahora, es oportuno acotar que el planteamiento del quejoso no 

consiste en una omisión global imputada al Estado Mexicano de no 

brindarle servicios de salud, sino la que concretamente se reclama a la 

Dirección General del Instituto de Salud del Estado de México, 

organismo público descentralizado del cual depende el Director del 
Centro de Salud “*** ******”, en el sentido de proporcionar una atención 
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médica oportuna, derivado de los padecimientos que sufre el quejoso 

***** ****** ****** **********
5

, a través de análisis, estudios, 

diagnósticos y tratamientos, así como los medicamentos necesarios para 

tratar sus enfermedades.

Dicho lo anterior, el Instituto de Salud del Estado de México (ISEM) 

se rige y opera bajo el marco de la Ley de Salud del Estado de México y 

las disposiciones federales y locales aplicables en materia de salud 

pública, regulación sanitaria y prestación de servicios médicos.

Bajo ese sentido, los artículos 2, 3, 56 y 57 de la Ley del Seguro 

Social, y el diverso 11 de la Ley de Seguridad Social del Estado de México 

y Municipios, establecen lo siguiente:

Ley del Seguro Social.

"Artículo 2. La seguridad social tiene por finalidad garantizar 
el derecho a la salud, la asistencia médica, la protección de 
los medios de subsistencia y los servicios sociales 
necesarios para el bienestar individual y colectivo, así como 
el otorgamiento de una pensión que, en su caso y previo 
cumplimiento de los requisitos legales, será garantizada por 
el Estado."
"Artículo 3. La realización de la seguridad social está a 
cargo de entidades o dependencias públicas, federales o 
locales y de organismos descentralizados, conforme a lo 
dispuesto por esta Ley y demás ordenamientos legales sobre 
la materia."
"Artículo 56. El asegurado que sufra un riesgo de trabajo 
tiene derecho a las siguientes prestaciones en especie:
I. Asistencia médica, quirúrgica y farmacéutica; 
(…)."
"Artículo 57. Las prestaciones a que se refiere el artículo 
anterior se concederán de conformidad con las disposiciones 
previstas en esta Ley y en sus reglamentos."

5 "FECHA 26-05-2026

(…)

DIAGNÓSTICO O PROBLEMAS CLÍNICOS:

E11. Diabetes mellitus 2

110X Hiperplasia protática

E66 Sobrepeso

TRATAMIENTO FARMACOLÓGICO

Metformina tabletas de 850 mg tomar 1 tabletas cada 8 hrs por 30 días.

Dapagliflozina tab 10 mg 1 tableta cada 24 hrs por 30 días.

Losartan tabletas de 50 mg tomar 1 cada 24 hrs por 30 días.

Tamsulosina tab de 0.4 mg tomar 1 cada 24 hrs por 30 días.

Pregabalina capsulas de 75 mg, tomar 1 capsula cada 24 hrs por 30 días."
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Ley de Seguridad Social del Estado de México y Municipios

"Artículo 11. Se establecen dos tipos de prestaciones: 
Obligatorias y potestativas. 
Son prestaciones obligatorias: 
I. Servicios de salud: 
1. Promoción a la salud y medicina preventiva. 
2. Atención de enfermedades no profesionales y maternidad. 
3. Rehabilitación. 
4. Atención de riesgos de trabajo."

De lo anterior se advierte que el Instituto de Salud del Estado de 

México (ISEM), forma parte del Sistema Nacional de Salud y que, por 

tanto, se encuentra obligado en términos de los artículos 4 de la 

Constitución Federal y 37 de la Ley General de Salud, a garantizar el 
derecho a la salud, mediante atención médica preventiva, curativa, de 
rehabilitación o paliativa, como un servicio básico de salud, en 

términos de su ley.

En ese sentido, al formar parte de la estructura estatal que conforma 

el Sistema Nacional de Salud, en términos de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, de la Ley General de Salud y la ley que 

rige el citado instituto, está obligado a garantizar el derecho a la salud.

Consecuentemente, la omisión reclamada, relacionada con la 

prestación de servicios básicos de salud, inciden directamente en el 

derecho fundamental de protección a la salud y, desde luego, en la esfera 

jurídica del quejoso ***** ****** ****** **********.

Para llevar cabo el análisis del derecho a la salud, debe atenderse a 

los precedentes de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Al resolver el amparo en revisión  *******, el tribunal pleno 

estableció que el derecho a la protección de la salud sí se traduce en el 

derecho subjetivo a recibir los medicamentos básicos para el tratamiento 

de una enfermedad, como parte integrante del servicio básico de salud 

consistente en la atención médica, sin que obste a lo anterior el que los 

medicamentos sean recientemente descubiertos y que existan otras 

enfermedades que merezcan igual o mayor atención médica por parte del 

Sector Salud, pues éstas son cuestiones ajenas al derecho del individuo de 

recibir los medicamentos necesarios para el tratamiento de su enfermedad, 

como parte integrante del derecho a la protección de la salud que como 

garantía individual consagra el artículo 4 de la Constitución Federal.
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Posteriormente, la entonces Segunda Sala del Máximo Tribunal del 

País resolvió diversos amparos en revisión (********, ********, ********, 

********,  ******** y  ********), en los que analizó la obligación del 

Instituto Mexicano del Seguro Social de prescribir y suministrar un 

medicamento huérfano que no estaba incluido en el Cuadro Básico y 

Catálogo Básico de Insumos.

En esos asuntos, la otra Segunda Sala determinó que el derecho a 

la protección de la salud no implica que el Instituto de Seguridad Social 

esté obligado a suministrar cualquier medicamento que le sea solicitado 

por sus derechohabientes y beneficiarios, ya que la prestación de los 

servicios básicos de salud debe sujetarse al Cuadro Básico y Catálogo de 

Insumos del Sector Salud previsto en el artículo 28 de la Ley General de 

Salud; y, por tanto, sólo podrá prescribir y suministrar los que se 

encuentren incluidos en dicho Cuadro.

De estos precedentes, se advierte que la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación ha reconocido que el Estado se encuentra obligado a prestar 

el servicio básico de salud consistente en la atención médica integral, 

dentro de la cual se incluye la obligación de suministrar los medicamentos 

básicos para el tratamiento correspondiente.

En efecto, las instituciones de salud se encuentran obligadas a 

proporcionar a sus beneficiarios los medicamentos que sean necesarios 

para el tratamiento su enfermedad, incluyendo aquellos que no se 

encuentren dentro del cuadro básico aludido –siempre y cuando le hayan 

sido recetados al paciente-, ya que el Estado no puede negar de manera 

regresiva estos medicamentos a quien los requiera ni otorgarlos de forma 

discriminatoria; así, la autoridad responsable, al ser una institución de 

salud pública, tiene la obligación de prestar los servicios de salud que 

resulten necesarios a sus beneficiarios y, en consecuencia, a proporcionar 

los medicamentos recetados.

En todos esos precedentes se ha sostenido que la no inclusión de 

un medicamento en los cuadros o compendios oficiales de medicamentos 

no es un obstáculo insuperable para que las Instituciones lo proporcionen, 

pero esa uniformidad no lleva a concluir que siempre la reparación del 

derecho a la salud debe consistir en que se suministre el medicamento 

que se solicitó en la demanda de amparo.
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Además, la autoridad médica responsable no demostró haber 
emprendido espontáneamente el tratamiento al paciente aquí quejoso, 

sino hasta que se promovió el presente juicio de amparo.

Situación que, evidencia que se expuso al promovente a un riesgo 
más allá del propio de las enfermedades que padece, lo que 

compromete su vida e integridad personal.

Sobre el tema del desabastecimiento, la otrora Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver los amparos en 

revisión  ******** y  ********, determinó que la omisión de instituciones 

públicas de salud de suministrar tratamiento antirretroviral sin 
interrupciones a pacientes con virus de inmunodeficiencia humana -

síndrome de inmunodeficiencia adquirida (VIH/SIDA)- transgrede su 
derecho humano a la salud en relación con la vida e integridad 
personal.

En resumen, la referida Primera Sala del alto tribunal del país 

resolvió que en esos casos se transgredió el derecho humano a la salud en 

relación con la vida e integridad personal, pues se omitió el cumplimiento 

de diversas garantías propias del estándar de protección del derecho 

humano a la salud (disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad).

Al respecto, la aludida sala estimó que dicha omisión no sólo 

representa un peligro para la vida e integridad del quejoso, sino que 

también conlleva el incumplimiento de la obligación estatal de avanzar lo 

más expedita y eficaz posible hacia la realización del derecho a la salud 

tomando en consideración el máximo de los recursos de que dispone.

Aunado a que, en esos casos, no se demostró haber adoptado las 

medidas necesarias para evitar ese incumplimiento, ni acreditó haber 

agotado todos los recursos con los que cuentan para garantizar el 

cumplimiento, esto en atención a la especial protección de las personas 

que viven con VIH/SIDA.

Por tales motivos, se concedió el amparo y se ordenó al hospital 

garantizar y proveer vitaliciamente al quejoso sin interrupciones los 
fármacos para su tratamiento antirretroviral; entregándole los 

medicamentos adecuados que ya sean originales o genéricos, conserven 

la biodisponibilidad y bioequivalencia de las sales originales para su 

efectividad.
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Lo anterior bajo el entendido de que, al carecer de los recursos 

necesarios para su entrega, debe de demostrar que ha realizado su mayor 

esfuerzo para utilizar la totalidad de los recursos que están a su disposición 

para lograr dicho abastecimiento.

Ahora, en el caso a estudio ante la alegada omisión de proporcionar 

atención médica completa (tratamiento ininterrumpido), el director del 

hospital responsable, no demostró que realizó su mayor esfuerzo para 

utilizar la totalidad de los recursos que están a su disposición para lograr el 

abastecimiento de los medicamentos6 prescrito al quejoso.

Más aún, ni siquiera hizo esfuerzo alguno en obtenerlos, pues se 

limitó a pretender justificar la omisión en la que incurrió la institución que 

representa, bajo el argumento de desabastecimiento7, pero, nada 

evidenció en torno a la gestión por cualquier medio a su alcance, para la 

adquisición de los mismos.

Como consecuencia de la inactividad para gestionar, por cualquier 

medio a su alcance, la adquisición de los medicamentos que necesita el 

quejoso, se puso en una situación de riesgo la salud e integridad personal, 

con motivo del periodo que se le dejó de suministrar, derivado del 

desabastecimiento de medicamentos que el propio personal prescribe.

Ello es así, porque el promovente intenta defender uno de los 

derechos pilares de todo ser humano, como lo es la salud y no debe volver 

a resentir un agravio de tal magnitud ocasionado por la falta de 

previsibilidad de la responsable.

Apoya en lo conducente la tesis P. XIX/2000, emitida por el Pleno de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XI, de marzo de 2000, página 

112, de rubro y texto siguientes:

"SALUD. EL DERECHO A SU PROTECCIÓN, QUE COMO 
GARANTÍA INDIVIDUAL CONSAGRA EL ARTÍCULO 4o. 

6 "TRATAMIENTO FARMACOLÓGICO

Metformina tabletas de 850 mg tomar 1 tabletas cada 8 hrs por 30 días.

Dapagliflozina tab 10 mg 1 tableta cada 24 hrs por 30 días.

Losartan tabletas de 50 mg tomar 1 cada 24 hrs por 30 días.

Tamsulosina tab de 0.4 mg tomar 1 cada 24 hrs por 30 días.

Pregabalina capsulas de 75 mg, tomar 1 capsula cada 24 hrs por 30 días."
7 “el médico tratante indicó tratamiento a seguir, se realiza entrega de medicamentos en 
farmacia de este establecimiento (1 caja de nitrofurantoina t 1 caja de ácido acetil 
salicílico), quedando pendiente 1 caja de losartana por falta de existencia”
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CONSTITUCIONAL, COMPRENDE LA RECEPCIÓN DE 
MEDICAMENTOS BÁSICOS PARA EL TRATAMIENTO DE 
LAS ENFERMEDADES Y SU SUMINISTRO POR LAS 
DEPENDENCIAS Y ENTIDADES QUE PRESTAN LOS 
SERVICIOS RESPECTIVOS. La Ley General de Salud, 
reglamentaria del derecho a la protección de la salud que 
consagra el artículo 4o., párrafo cuarto de la Carta Magna, 
establece en sus artículos 2o., 23, 24, fracción I, 27, 
fracciones III y VIII, 28, 29 y 33, fracción II, que el derecho a 
la protección de la salud tiene, entre otras finalidades, el 
disfrute de servicios de salud y de asistencia social que 
satisfaga las necesidades de la población; que por servicios 
de salud se entienden las acciones dirigidas a proteger, 
promover y restaurar la salud de la persona y de la 
colectividad; que los servicios de salud se clasifican en tres 
tipos: de atención médica, de salud pública y de asistencia 
social; que son servicios básicos de salud, entre otros, los 
consistentes en: a) la atención médica, que comprende 
actividades preventivas, curativas y de rehabilitación, 
incluyendo la atención de urgencias, definiéndose a las 
actividades curativas como aquellas que tienen como fin 
efectuar un diagnóstico temprano y proporcionar tratamiento 
oportuno; y b) la disponibilidad de medicamentos y otros 
insumos esenciales para la salud para cuyo efecto habrá un 
cuadro básico de insumos del sector salud. Deriva de lo 
anterior, que se encuentra reconocido en la Ley General de 
Salud, reglamentaria del derecho a la protección de la salud, 
el que tal garantía comprende la recepción de los 
medicamentos básicos para el tratamiento de una 
enfermedad, como parte integrante del servicio básico de 
salud consistente en la atención médica, que en su actividad 
curativa significa el proporcionar un tratamiento oportuno al 
enfermo, lo que incluye, desde luego, la aplicación de los 
medicamentos básicos correspondientes conforme al cuadro 
básico de insumos del sector salud, sin que obste a lo 
anterior el que los medicamentos sean recientemente 
descubiertos y que existan otras enfermedades que 
merezcan igual o mayor atención por parte del sector salud, 
pues éstas son cuestiones ajenas al derecho del individuo de 
recibir los medicamentos básicos para el tratamiento de su 
enfermedad, como parte integrante del derecho a la 
protección de la salud que se encuentra consagrado como 
garantía individual, y del deber de proporcionarlos por parte 
de las dependencias y entidades que prestan los servicios 
respectivos."

Conforme con lo hasta aquí expuesto, se concluye que el 

promovente tiene derecho a gozar de manera plena del derecho a la salud.

Además, este órgano de control constitucional considera que, si bien 

la Dirección General del Instituto de Salud del Estado de México, 

organismo público descentralizado del cual depende el Director del 
Centro de Salud “*** ******”, ha realizado actos relativos a satisfacer el 

derecho a la salud del promovente  ***** ****** ****** **********, 

con lo cual pudiera considerarse que está cumpliendo con las obligaciones 
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que tienen de brindar el servicio de salud; no obstante ello, no hay que 

perder de vista que cuando el promovente presentó la demanda de amparo 

persistía la negativa de la autoridad responsable para suminístrale en 
tiempo y forma los medicamentos prescritos por su médico tratante, 

ya que incluso la propia autoridad mediante oficios registrado con los folios 

3686 (foja 155) y 7505 (foja 194) indicó que: “derivado de que no se cuenta 

con personal de farmacia de fin de semana, se le solicita presentarse al día 

hábil siguiente para surtir la receta médica…” y “el médico tratante indicó 

tratamiento a seguir, se realiza entrega de medicamentos en farmacia de 

este establecimiento (1 caja de nitrofurantoina t 1 caja de ácido acetil 

salicílico), quedando pendiente 1 caja de losartana por falta de 
existencia”, lo que en el caso pone en riesgo al quejoso en su estado de 

salud y calidad de vida; razón por la cual se vulneró el derecho a la 

protección de la salud, reconocido en el artículo 4 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Aunado a que a la fecha en que se dicta la presente resolución no 
se advierte que se haya valorado nuevamente al quejoso, ya que su 

último diagnóstico médico fue el veintiséis de mayo de dos mil veintiséis8, 

por lo cual no se advierte que se haya fijado una cita para verificar la 

evolución del promovente.

Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia 1a./J. 8/2019 (10a.), 

dela entonces Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

materia constitucional, libro 63, de febrero de 2019, tomo I, página 486, 

publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, de la 

décima época, con rubro y texto:

"DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LA SALUD. 
DIMENSIONES INDIVIDUAL Y SOCIAL. La protección de la 
salud es un objetivo que el Estado puede perseguir 

8 "FECHA 26-05-2026

(…)

DIAGNÓSTICO O PROBLEMAS CLÍNICOS:

E11. Diabetes mellitus 2

110X Hiperplasia protática

E66 Sobrepeso

TRATAMIENTO FARMACOLÓGICO

Metformina tabletas de 850 mg tomar 1 tabletas cada 8 hrs por 30 días.

Dapagliflozina tab 10 mg 1 tableta cada 24 hrs por 30 días.

Losartan tabletas de 50 mg tomar 1 cada 24 hrs por 30 días.

Tamsulosina tab de 0.4 mg tomar 1 cada 24 hrs por 30 días.

Pregabalina capsulas de 75 mg, tomar 1 capsula cada 24 hrs por 30 días."
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legítimamente, toda vez que se trata de un derecho 
fundamental reconocido en el artículo 4o. constitucional, en 
el cual se establece expresamente que toda persona tiene 
derecho a la protección de la salud. Al respecto, no hay que 
perder de vista que este derecho tiene una proyección tanto 
individual o personal, como una pública o social. Respecto a 
la protección a la salud de las personas en lo individual, el 
derecho a la salud se traduce en la obtención de un 
determinado bienestar general integrado por el estado físico, 
mental, emocional y social de la persona, del que deriva otro 
derecho fundamental, consistente en el derecho a la 
integridad físico-psicológica. De ahí que resulta evidente que 
el Estado tiene un interés constitucional en procurarles a las 
personas en lo individual un adecuado estado de salud y 
bienestar. Por otro lado, la faceta social o pública del derecho 
a la salud consiste en el deber del Estado de atender los 
problemas de salud que afectan a la sociedad en general, así 
como en establecer los mecanismos necesarios para que 
todas las personas tengan acceso a los servicios de salud. 
Lo anterior comprende el deber de emprender las acciones 
necesarias para alcanzar ese fin, tales como el desarrollo de 
políticas públicas, controles de calidad de los servicios de 
salud, identificación de los principales problemas que afecten 
la salud pública del conglomerado social, entre otras."

En el entendido de que si bien un vale subrogado, es un formato 

generado por el área de farmacia de las unidades médicas del instituto, en 

caso de inexistencia o faltante de los medicamentos contemplados dentro 

o fuera del cuadro básico, para su canje en otra farmacia donde exista un 

convenio vigente con el instituto; cierto es que las farmacias con convenio 

vigente en muchas ocasiones no tienen los fármacos prescritos y los 

derechohabientes no tienen información correcta respecto de la forma en 

que pueden hacerlos canjeables y los lugares efectivos para ello.

De ahí que, a la fecha en que esto se resuelve no existe certeza de 

que el quejoso haya recibido en tiempo y forma los medicamentos 

necesarios para los tratamiento de sus malestares, por lo que, es de 

concluirse que la responsable continúan violando su derecho a la salud.

Cabe resaltar que la presente resolución no solamente tiene como 

efecto constituirle el derecho a la salud, sino para que en caso de que siga 

necesitando la atención médica que corresponda, se le suministren todos 

los medicamentos que requiera el quejoso  ***** ****** ****** 

**********, para enfrentar su padecimiento y prevenir otros futuros.

Se considera aplicable al caso la jurisprudencia 1a./J. 151/2023 

(11a.), de la entonces Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 30, de 

octubre de 2023, tomo II, página 1815, de la undécima época, que señala:
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"DERECHO HUMANO A LA SALUD. ANTE 
ENFERMEDADES QUE IMPLICAN EL SUMINISTRO DE 
MEDICAMENTOS DE FORMA PERIÓDICA, EL ESTADO 
TIENE UN DEBER DE DILIGENCIA QUE DEBERÁ 
POTENCIALIZARSE CON UN CARÁCTER REFORZADO.
Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto 
contra la omisión de un Hospital Regional del Instituto 
Mexicano del Seguro Social de entregarle oportunamente el 
medicamento que se le prescribió para el control de la 
enfermedad que padece. Ante la urgencia por la falta de 
suministro del medicamento prescrito y para no poner en 
riesgo su salud, el paciente lo adquirió por cuenta propia. Por 
ello, solicitó el reembolso de los gastos generados por la 
compra del medicamento, lo cual hizo del conocimiento de 
las autoridades responsables y del Juez de Distrito, quien 
sobreseyó en el juicio por estimar actualizada la causa de 
improcedencia prevista en la fracción XXI del artículo 61 de 
la Ley de Amparo, relativa a la cesación de efectos del acto 
reclamado. Contra esta determinación, el quejoso interpuso 
recurso de revisión.
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación determina que, ante enfermedades que 
implican el suministro de medicamentos de forma periódica, 
existe un deber de diligencia por parte del Estado que deberá 
potencializarse con un carácter reforzado, pues de ello 
dependen la vida, la integridad y la seguridad de las 
personas.
Justificación: El tercer párrafo del artículo 1o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establece, entre otras cuestiones, que todas las autoridades, 
en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos. Este tipo de deberes comprometen a las 
autoridades del Estado a ajustar el aparato institucional, 
legal, administrativo y financiero para evitar vulneraciones a 
los derechos de las personas. Así, para salvaguardar el 
derecho humano a la salud previsto en el artículo 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es de 
importancia garantizar el más alto nivel en las pretensiones 
relacionadas con el disfrute de ese derecho a partir de una 
serie de estándares jurídicos, así como de la realización 
progresiva de ese derecho, entre los que destaca el deber 
concreto y constante de avanzar hacia su plena realización. 
En consecuencia, la vulneración al derecho a la salud se 
actualiza desde el momento en que el medicamento no es 
suministrado al paciente de forma oportuna por el Estado –a 
través de las instituciones de salud–, ya que tenía 
conocimiento de que lo requería de manera continua y 
permanente; por tanto, incumplió con su deber reforzado de 
debida diligencia, pues las autoridades debieron planear y 
adoptar todas las medidas necesarias para asegurar que no 
se diera una situación de desabasto."

Por lo que se le debe seguir proporcionando los servicios médicos, 

así como suministrarle los medicamentos respectivos, en caso de así 

requerirlos el paciente ***** ****** ****** **********, ya que de no 
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hacerlo, implicaría deterioro irreversible en las condiciones de salud del 

agraviado o, incluso poner en riesgo su vida, siendo que la protección de la 

salud constituye un derecho fundamental que el estado está obligado a 

garantizar y que está tutelado en el artículo 4 constitucional, el diverso 25 

de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y el numeral 12 del 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, de 

cuyo contenido se advierte que los servicios básicos de salud consisten, 

entre otros aspectos, en otorgar la atención médica, así como la 

disponibilidad de medicamentos y otros insumos esenciales para la salud.

En ese sentido, con el fin de salvaguardar el derecho a la salud del 

quejoso, se concede el amparo y protección de la Justicia Federal, 
para el efecto de que la Dirección General del Instituto de Salud del 
Estado de México, organismo público descentralizado del cual depende el 

Director del Centro de Salud “*** ******”:

I. Realice los estudios necesarios -acordes con la especialidad- 

para valorar el estado de salud actual del paciente ***** ****** ****** 

**********, y emitan el dictamen médico que conste por escrito, en el que 

especifiquen el plan del tratamiento que corresponde conforme con los 

padecimientos que presenta, para lo cual, deberá elaborar un plan de citas 

médicas a las que debe acudir, los estudios que necesite conforme con los 

padecimientos que le han sido diagnosticados por el médico especialista 

que lo atiende, la cantidad, tiempo y la explicación correspondiente para la 

mejoría del paciente, a fin de preservar su salud y vida;

II. Bajo esa misma óptica, deberá suministrarle en tiempo y forma 

los medicamentos prescritos al quejoso, por el tiempo que el médico 

tratante lo continúe prescribiendo; así como tomar todas las medidas 

necesarias para que no se le vuelva a interrumpir y que continúe el 

suministro en las cantidades prescritas, a fin de preservar su salud y vida; 

e,

III. Indemnizar al quejoso los gastos de carácter pecuniario que 

tengan un nexo causal con la adquisición de los medicamentos en servicio 

privado, que el impetrante acredite directamente ante la dirección del 

hospital a la fecha de esta sentencia, en conformidad con la normatividad 

aplicable.

Cobra aplicación por similitud de criterio, la jurisprudencia 1a./J. 

153/2023 (11a.), de la extinta Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, localizable en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

G
U

IL
L

E
R

M
O

 E
M

M
A

N
U

E
L

 SA
N

C
H

E
Z

 ISL
A

S
706a6620636a663300000000000000000001760d
11/05/29 14:59:36

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juicio de amparo: 2003/2025-I-A

23

A
A

Federación, libro 30, de octubre de 2023, tomo II, página 1819, de la 

undécima época, que menciona:

"DERECHO HUMANO A LA SALUD. PROCEDE 
REEMBOLSAR EL PAGO DE MEDICAMENTOS 
ADQUIRIDOS POR EL PACIENTE, DERIVADO DE LA 
OMISIÓN Y SUMINISTRO TARDÍO POR PARTE DEL 
INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL (IMSS), 
ANTE LA URGENCIA DE NO PONER EN RIESGO SU 
SALUD.
Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto 
contra la omisión de un Hospital Regional del Instituto 
Mexicano del Seguro Social (IMSS) de entregarle 
oportunamente el medicamento que se le prescribió para el 
control de la enfermedad que padece. Ante la urgencia por la 
falta de suministro del medicamento prescrito y para no 
poner en riesgo su salud, el paciente lo adquirió por cuenta 
propia. Por ello, solicitó el reembolso de los gastos 
generados por la compra del medicamento, lo cual hizo del 
conocimiento de las autoridades responsables y del Juez de 
Distrito, quien sobreseyó en el juicio por estimar actualizada 
la causa de improcedencia prevista en la fracción XXI del 
artículo 61 de la Ley de Amparo, relativa a la cesación de 
efectos del acto reclamado. Contra esta determinación, el 
quejoso interpuso recurso de revisión.
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación determina que en atención al derecho 
humano a la salud, al no satisfacerse lo previsto en los 
artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, deben reembolsarse al quejoso los 
gastos erogados con motivo de la adquisición del 
medicamento requerido para tratar su enfermedad, pues al 
actualizarse la interrupción del suministro del fármaco, así 
como su entrega tardía, se vulneró el derecho al disfrute del 
más alto nivel posible de salud física y mental, dentro de los 
cuales –tratándose de servicios de salud– se encuentran las 
acciones dirigidas a proteger, promover y restaurar la salud 
de la persona y la colectividad.
Justificación: De conformidad con el artículo 4o., párrafo 
cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el derecho a la protección de la salud comprende 
como servicio básico la atención médica, que supone un 
tratamiento oportuno al enfermo, que incluye la aplicación de 
los estudios médicos necesarios y de los medicamentos 
correspondientes. El Instituto Mexicano del Seguro Social, 
como organismo descentralizado, con personalidad jurídica y 
patrimonio propios, constituye una institución pública de 
seguridad social que forma parte del Sistema Nacional de 
Salud y, por tanto, se encuentra obligado, en términos de los 
artículos 4o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 6o., fracción I, 23, 24, 27, 32, 33 y 37 de 
la Ley General de Salud, a garantizar el derecho a la salud 
mediante atención médica preventiva, curativa, de 
rehabilitación o paliativa, como un servicio básico de salud a 
las personas que tengan el carácter de derechohabientes, en 
términos de su ley. Ahora bien, en relación con su derecho a 
la salud, el quejoso vio afectada su esfera jurídica ante la 
suspensión del suministro del medicamento, lo cual no 
desaparece con su entrega a destiempo por el hospital del 
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Instituto Mexicano del Seguro Social, pues la entrega 
impuntual o inoportuna del medicamento que debía 
realizarse en forma ininterrumpida puso en peligro su salud. 
Ante ese escenario, el Juez de Distrito tenía la obligación de 
evaluar en su integridad los autos del juicio de amparo para 
advertir que, al no haberle sido suministrado el medicamento 
por el Instituto Mexicano del Seguro Social, el quejoso se vio 
en la imperiosa necesidad de adquirirlo por sus propios 
medios."

Lo anterior, sin que se soslaye que, aun cuando solo la Dirección 
General del Instituto de Salud del Estado de México, organismo público 

descentralizado del cual depende el Director del Centro de Salud “*** 
******”, fue señalado como autoridad responsable, si en razón de sus 

funciones autoridades diversas deben tener intervención en el 

cumplimiento de esta ejecutoria, se encuentran igualmente obligadas a 

realizar, dentro de los límites de su competencia, todos los actos 

necesarios para el acatamiento íntegro y fiel de esta sentencia 

constitucional.

Cabe aclarar que dichos efectos se justifican ya que sólo mediante 

acciones de esa índole será posible reparar, de forma integral, la violación 

al artículo 4 constitucional, que se vio afectada con los actos reclamados, o 

al menos, obstaculizado por temas de planeación o políticas ajenas al 

quejoso, del pleno ejercicio del derecho fundamental de salud.

Claro está, con el fin de no repetir los actos reclamados, ni incurrir 

en responsabilidad, conforme con el artículo 199 de la Ley de Amparo.

Es aplicable la jurisprudencia 1a. CCCXLIII/2015 (10a.), emitida por 

la entonces Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Libro 24, de 

noviembre de 2015, tomo I, página 969, de la décima época, que 

establece:

"DERECHO A LA SALUD. ALGUNAS FORMAS EN QUE 
LAS AUTORIDADES DEBEN REPARAR SU VIOLACIÓN. 
Cuando en un caso concreto esté directamente vinculado el 
derecho a la salud y exista una determinación de la 
vulneración de aquél, el juzgador tiene que, en efecto, 
buscar, dentro de sus respectivas competencias y 
atendiendo al caso concreto, ordenar las reparaciones 
pertinentes. Así, la protección del derecho a la salud supone 
la regulación de los servicios de salud en el ámbito interno, 
así como la implementación de una serie de mecanismos 
tendientes a tutelar la efectividad de dicha regulación. 
Algunas de las reparaciones que se pudieran dar en estos 
supuestos, de conformidad con el parámetro de regularidad 
constitucional, son: i) establecer un marco normativo 
adecuado que regule la prestación de servicios de salud, 
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estableciendo estándares de calidad para las instituciones 
públicas y privadas, que permita prevenir cualquier amenaza 
de vulneración a la integridad personal en dichas 
prestaciones; ii) las autoridades deben prever mecanismos 
de supervisión y fiscalización estatal de las instituciones de 
salud, así como procedimientos de tutela administrativa y 
judicial para la presunta víctima, cuya efectividad dependerá, 
en definitiva, de la puesta en práctica que la administración 
competente realice al respecto; iii) cuando hay una lesión 
clara a la integridad de la persona, como es la mala práctica 
médica, las autoridades políticas, administrativas y 
especialmente judiciales, deben asegurar e implementar la 
expedición razonable y prontitud en la resolución del caso; iv) 
tomar todas las medidas necesarias para salvaguardar el 
derecho humano al nivel más alto posible de salud; v) otorgar 
servicios de salud de calidad en todas sus formas y niveles, 
entendiendo calidad como que sean apropiados médica y 
científicamente. Cuando en un caso concreto esté 
directamente vinculado el derecho a la salud y exista una 
determinación de la vulneración de aquél, el juzgador tiene 
que buscar, dentro de sus respectivas competencias y 
atendiendo al caso concreto, ordenar las reparaciones 
pertinentes."

Por lo expuesto y fundado, con apoyo además en los artículos 103 y 

107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 74, 77 y 

107 de la Ley de Amparo; se,

R E S U E L V E:

ÚNICO. La Justicia Federal ampara y protege a ***** ****** 

****** **********, respecto de los actos reclamados precisados en el 

considerando segundo, por los motivos y para los efectos señalados en el 

último considerando de esta resolución.

Notifíquese.

Así lo resolvió y firma Alejandra Sapien Cottrill, jueza 

Decimotercero de Distrito en el Estado de México, con residencia en 

Naucalpan de Juárez, asistida de Guillermo Emmanuel Sánchez Islas, 

secretario que autoriza, firma y da fe. Doy fe.
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aEl dieciocho de septiembre de dos mil veintiseis, el licenciado Guillermo

Emmanuel Sánchez Islas, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado
Decimotercero de Distrito en el Estado de México, hago constar y certifico
que en esta versión pública no existe información clasificada como
confidencial o reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y
Acceso a la Información Pública. Conste.


